Carátula 
SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 17 minutos) 


La Comisión de Transporte y Obras Públicas del Senado da la bienvenida al señor Ministro de Transporte y Obras Públicas y a sus 
asesores quienes, con la amabilidad de siempre, han concurrido a esta sesión a solicitud de los Legisladores. 


SEÑOR MINISTRO.- Según tengo entendido, los dos motivos de la convocatoria del día de hoy son, en primer lugar, el artículo 154 
de la Ley de Rendición de Cuentas vinculado a la exclusión hecha al embanderamiento de dragas uruguayas -es decir, la Ley de 
Cabotaje- y, en segundo término, el asunto referente a los peajes y a la Megaconcesión. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En realidad, el principal motivo de esta convocatoria es el asunto que el señor Ministro ha mencionado 
en segundo término, por lo que le solicitaríamos que lo tratara al comienzo, para después efectuar algunos comentarios sobre el 
artículo 154. 


SEÑOR MINISTRO.- Comenzaremos, entonces, tratando el tema de los peajes y de la Megaconcesión. No voy a reiterar toda la 
génesis del mismo sino que, simplemente, señalaré que este ha sido un mecanismo -me refiero a la Megaconcesión- al que se 
recurrió para enfrentar tiempos de dificultades en materia de ingresos presupuestales y para tratar de que el patrimonio vial que el 
país tiene no se vea deteriorado por la falta de recursos necesarios para el mantenimiento, rehabilitación y actualización de las 
carreteras. 


Por estos motivos, mientras que durante los ocho años que ocupamos esta Cartera no tuvimos que tomar estas medidas, ahora sí 
nos vemos obligados a establecer puntos de peaje en ciertos recorridos. Estamos viviendo otras situaciones presupuestales 
distintas a las anteriores que nos permitían obtener los recursos para hacer las obras y que provenían de los impuestos. 
Actualmente, necesitamos hacer un "mix" de las fuentes de recursos, entre los que provienen de los impuestos y los de los precios, 
de manera de poder cumplir con lo que, entendemos, son nuestras responsabilidades y con lo que el Estado nos ha encomendado 
en forma específica. 


Dentro de este tema general de precios, a su vez hay un subtema -que tal vez es lo que nos convoca hoy- que se relaciona con 
aquellas personas que usan poco la carretera por la proximidad en que viven de la misma y las que además, la utilizan muy 
frecuentemente. 


En este último caso, al poco uso de la longitud de determinado corredor, se agrega la frecuencia con que se hace el recorrido de 
ese tramo reducido. 


Este tema ha motivado distintas manifestaciones por parte de usuarios, residentes de las zonas, dirigentes locales, 
departamentales y nacionales. Cuando concurrimos al Parlamento en el régimen de Comisión Permanente, ya hicimos referencia a 
que este sistema -conscientes de la situación en que nos encontramos- debía ser más favorable y considerar particularmente a los 
ciudadanos avecindados en las inmediaciones de los peajes. Por ese motivo, ya en esos decretos determinadas localidades, que 
en realidad no se encontraban dentro de los radios de 10 kilómetros y de 20 kilómetros, fueron incorporadas al beneficio desde 
aquel momento. Tal es el caso de Mariscala, de Quebracho, de Paysandú -cuyo radio llegaba a una parte de la ciudad, pero no a 
toda- el caso de Fray Bentos, de Rosario, de Minas de Corrales, con el peaje de Manuel Díaz, etcétera. En todas estas situaciones 
tratamos de ser lo más flexibles posible, pero ello no resultó suficiente en la apreciación de los distintos actores, ya sea de los 
contribuyentes o de los dirigentes políticos y eso llevó a las conversaciones que hemos venido teniendo desde la semana pasada 
acerca de tres grandes conceptos. 


Por un lado, está el tema de los usuarios locales, ya que hay que buscar una forma menos onerosa para quienes utilizan poca 
distancia de esos corredores. En términos generales, se ha planteado la creación de una tarjeta vecinal que permita, mediante el 
pago de una unidad de tarifa -que hoy vale $ 85 y, tal vez, a partir del 1? de abril esté en el orden de los $ 90, debido a los ajustes 
cuatrimestrales- que los ciudadanos tengan la posibilidad de pasar por allí un número ilimitado de veces durante el mes, y al mes 
siguiente cargar nuevamente la tarjeta. Esto es, sustancialmente, más favorable que la norma vigente, ya que el decreto que 
modifica este régimen aún no ha sido aprobado. Esto tiene validez para las unidades que se llaman Tarifa 1, que abarcan 
automóviles, camionetas y camioncitos de cuatro ruedas, además de los camiones chicos que tienen seis ruedas, cuatro en el eje 
trasero y dos en el delantero, siempre sobre la base de que estén radicados en la zona de influencia. Precisamente, en cuanto a la 
zona de influencia, se ha dado más flexibilidad, ya que se habían establecido radios de 10 y de 20 kilómetros, y en la actualidad 
hemos incluido a todos dentro de un radio de 20 kilómetros, por lo que esos beneficios alcanzan a todos los usuarios. 


Además, existen temas que son de particularidades, por ejemplo, otorgando el beneficio de congelar el precio a quien hace un 
prepago de esa tarjeta vecinal por el año. Este beneficio lo tendrán aquellos que están en condiciones de poder pagar todos los 
meses juntos, lo que implica una cierta erogación que algunos podrán hacer y otros no. Este es un primer concepto, que tal vez 
haya sido el más conmovedor y motivador de los distintos actores que han participado. 


En segundo lugar, existe una inquietud que también ha formado parte de las conversaciones que hemos mantenido en estos días 
ya que, desde el momento en que se está cobrando un precio, es razonable que se preste un servicio. 


Tal vez, en esto deba existir una percepción acerca de cuánto se ha hecho en materia de obras -o sea, en definitiva, cuánto se ha 
recibido en servicios- y lo que se está cobrando. A este respecto, hemos realizado un convenio que no ha presentado ningún tipo 
de dificultad porque esos compromisos de ejecución son los que nosotros, como concedentes, exigimos al concesionario y él, a su 
vez, los exige a sus subcontratistas. Esto se resume en la idea de que vayamos teniendo un cronograma de compromisos, de 
forma tal que el usuario sepa que hay una pauta a seguir y que, con el pasar del tiempo, va a ir viendo distintas actuaciones. Las 
que ya se han llevado a cabo son las de mantenimiento de la red vial, a cargo de las empresas que han tomado esta 


responsabilidad. Por otro lado, están las tareas que la gente más ve, que son las de rehabilitación, en las que, sacando las propias 
licitaciones y los compromisos asumidos por el concesionario y los subcontratistas, tenemos resultados que se van a poder ver en 
la carretera, algunos de los cuales se observan materialmente y otros no tanto, tal vez porque triturar piedras en una cantera es una 
tarea que hay que realizar antes de empezar y no se encuentra en la carretera sino en el medio del campo. Estos son los dos 
puntos en los que hemos podido avanzar. 


El tercer planteamiento que se ha efectuado se relaciona con la inquietud acerca del uso de la facultad que se dio al Poder 
Ejecutivo en cuanto a la venta de las acciones, cuyo motivo no responde al Ministerio de Transporte y Obras Públicas, sino al de 
Economía y Finanzas, en virtud de que, en la medida en que esto no sea considerado del sector privado, entra en las cuentas 
públicas y, por lo tanto, ingresa en la línea del gasto y en la línea del déficit, formando parte de otro problema mayor y bastante 
complejo que tiene el país; desde nuestra Cartera, es poco lo que podemos hacer al respecto. 


Comprendemos cuál es la situación y creemos que existe un camino muy interesante a seguir para todo el Estado, pero aún no se 
lo ha recorrido, tal vez, por la dificultad de instrumentación. Me refiero al desdoblamiento de la contabilidad presupuestal pública en 
la contabilidad presupuestal y en la contabilidad patrimonial, de tal forma de que se pueda tener claramente identificado lo que es el 
gasto frente a las inversiones y los servicios. Si bien eso sería trabajoso, creemos que es muy necesario, ya que esa forma de 
contabilidad ha permitido que en otros países el tratamiento de las cuentas haya sido diferente del que se lleva a cabo en el 
Uruguay. La verdad es que me estoy metiendo en "camisa de once varas", ya que este sería un tema más para economistas que 
para ingenieros. 


De todas formas, teniendo en cuenta todos estos elementos, creo que el encuentro ha sido muy favorable y ha habido un clima de 
comprensión por parte de todos los actores intervinientes, de los señores Legisladores de ambas Cámaras que concurrieron y de 
los representantes del propio Ministerio, ya que se intenta hacer algo bueno pero no deseamos que se genere una distorsión de 
otras situaciones que existen desde tiempo atrás; me refiero a otros peajes, otros ciudadanos y otros usuarios. 


En grandes líneas, esos han sido los avances logrados y desde ya quedo a disposición de los señores Senadores para responder 
alguna pregunta en particular que pueda surgir. 


SEÑOR MICHELINI.- Quisiera resumir un poquito las instancias ya que junto con otros señores Legisladores habíamos planteado 
este tema con mucha fuerza en la medida en que veíamos una serie de hechos y actos públicos de ciudadanos que vivían en las 
inmediaciones de los peajes recién instalados. 


Tanto en la Comisión de Coordinación como en este ámbito, cuando hicimos el planteo, el señor Senador Riesgo propició una 
reunión con el señor Ministro, que se llevó a cabo la semana pasada, contando con la presencia de Legisladores de todos los 
partidos. Realmente, el encuentro fue muy provechoso y se pusieron tres temas arriba de la mesa. Inclusive, el señor Ministro 
introdujo un nuevo tema como el de la contabilidad presupuestal o patrimonial. Si bien nos trasmite que al abordarlo se estaría 
metiendo en "camisa de once varas", creo que en algún momento habría que tratarlo porque, inclusive frente a situaciones de gran 
precariedad de recursos como la que vivimos hoy, podríamos tener mejores chances o posibilidades de conseguir créditos en 
organismos multilaterales para salvar lo que ha invertido el país por décadas y décadas. Ese es un tema que ha sido planteado, 
pero no corresponde a esta reunión. 


Uno de los otros tres temas es la facultad de subastar la empresa que tiene la Megaconcesión. El señor Ministro nos trasmitió que 
ello no está en su órbita, pero que tampoco tiene inconvenientes en tratarlo. La discusión o los fundamentos de la subasta están en 
otros órdenes y no están vinculados al azar de la Cartera, es decir, a la construcción de las propias carreteras y su mantenimiento. 
Por lo tanto, esta Comisión después reflexionará acerca de qué camino llevamos adelante; sobre todo, lo haremos con respecto a 
aquellos que hemos presentado el proyecto tendiente a quitar la facultad al Poder Ejecutivo de subastar las acciones de la 
Megaconcesión. 


En cuanto a los otros dos temas creemos que se ha avanzado mucho y es justo reconocer las acciones del señor Ministro y su 
equipo, quienes han tenido cierta flexibilidad y han tratado de ayudar. Naturalmente, supongo que el señor Ministro está haciendo 
una ronda para ver luego cómo termina resolviendo este tema. Existen algunos asuntos sobre los que quisiera poner énfasis, no 
porque el señor Ministro no conozca nuestra opinión -quizás, seguramente estamos muy cerca de lo que estamos pensando- sino 
porque deseamos que estas palabras consten en la versión taquigráfica y, por lo menos, figure la opinión y el razonamiento de 
quien habla. En la medida de que hay una decisión del Poder Ejecutivo en el sentido de que los U$S 10:000.000 ó U$S 12:000.000 
provenientes del peaje contribuyan a los U$S 60:000.000 de inversiones previstas para este año, ya que se habría decidido seguir 
cobrándolo mientras la obra se haga, tal como lo ha afirmado el señor Ministro. 


Por mi parte, hago énfasis en que mientras desde el propio Poder Ejecutivo -y no sólo con la actuación del Parlamento- no se sea 
muy exigente con el cronograma de obras -inclusive, tal como lo he dicho varias veces en algunos corredores, llegado el caso, si 
algunos de los cronogramas de obra no se cumple en los primeros 90 días, no se podría cobrar, tal como lo ha hecho en algún 
momento un Ente Autónomo al no obtener el cumplimiento de su servicio- sería muy difícil actuar. Me parece que esto le daría un 
gran nivel de credibilidad, ya que en todos los órdenes falta confianza, que es muy necesaria. En síntesis, si se toman algunas de 
estas medidas estaríamos yendo por un buen camino. 


A su vez, existe otro tema más candente y complicado. Es justo reconocer que el Poder Ejecutivo está buscando cierta flexibilidad y 
nos expresó que hay una restricción y no se desea abrir la canilla del no cobrar, por lo que sugirió hacer algo simbólico, más allá 
que en San José hay una zona a la que por hechos pasados no se le cobra el peaje. Lo cierto es que tenemos una restricción y no 
se quiere abrir la canilla del no cobrar pero, reitero, se está dispuesto a hacer algo simbólico. Ese razonamiento es muy importante, 
aunque después no sepamos cómo se llega a la solución y, al respecto, podremos estar de acuerdo o no. Además, estamos 
dispuestos a incluir a algún otro que entre a la Megaconcesión, como el de Santa Lucía, aunque por ahora sólo se trata de los ocho 
de referencia, que son los nuevos y los que más nos preocupan porque se encuentran ubicados más cerca de las ciudades. Con 
respecto a este tema, más allá de los mecanismos que se pueden implementar -además, también se permitiría la cuponera, que es 
un mecanismo no menor- mi preocupación pasa por dos órdenes que quiero plantear aquí. En primer lugar, más allá de que es 
urgente conocer las reglas de juego que se van a implementar -no sé si eso se hará a partir de la próxima semana o del 1* de abril- 
sería bueno tener alguna reunión entre el señor Ministro y su equipo y los más cercanos o interesados. En el correr de estas 
reuniones, la Cartera ha explicado algunos conceptos y palabras que antes, por más que el señor Ministro había concurrido en 


reiteradas oportunidades a esta Comisión, no habían quedado claras. Por supuesto que mi sugerencia podrá o no ser tenida en 
cuenta, pero creo que sería bueno que el Ministerio hablara con esta mesa coordinadora de las personas que viven cercanas al 
peaje, para explicarles algunos de estos instrumentos. Claro está, esto sería independiente de lo que nosotros podamos hacer. 


El segundo aspecto que me parece esencial es que no debemos hacer de este mecanismo simbólico un elemento de recaudación. 
Sé que eso no está en el espíritu de nadie, pero se dijo que no se puede abrir la canilla del no pago y se está dispuesto a llegar a 
algo simbólico. No sería bueno que luego, cuando se vaya a lo técnico, lo simbólico sirva para "hacer unos pesitos más". Tengo 
entendido que hay una serie de mecanismos que se están buscando implementar e inclusive se manejan términos como "tarjeta 
vecinal", "pase libre", "tarjeta magnética", etcétera. 


Sé que las palabras importan, pero sería mejor que se encuentren los mecanismos con base en los que la gente sienta que es 
verdadera esa primer frase que dijo el señor Ministro cuando nos encontramos la semana pasada, expresando: "no podemos abrir 
esa canilla y estamos dispuestos a ir a algo simbólico", lo que ayudó al clima de la reunión. 


Llegado a ese punto, empezamos a discutir: si el señor Ministro hubiera dicho no, no hubiera habido nada para discutir y cada uno 
se mantenía en su posición. 


Concretamente, me refiero a que eso simbólico no termine solamente en los técnicos, en el personal que hace los números y la 
implementación. En todo caso, si es simbólico podrá ser o bien un peaje hoy o mañana u hoy menos de un peaje; no importa, si es 
simbólico tenemos que considerarlo como tal. 


Por otro lado, el hecho de hablar con los vecinos es muy importante para que, incluso, se vaya perfeccionando. Si el objetivo y la 
intención del señor Ministro es llegar a una unidad de peaje, está muy bien pero, de pronto, eso es hacia el futuro y los primeros 
meses se aplica un porcentaje de esa unidad de peaje. ¿Qué digo con esto? Que espero que no sea que todo está muy bien pero 
en el arranque nos encontramos con que hay algunos inconvenientes. 


Por ese motivo quería trasmitir a la Comisión algunos de los elementos que manejamos en la conversación que tuvimos algunos 
Legisladores con el señor Ministro y reconocer la voluntad de esta Cartera. Personalmente creo que hay un solo tiro y espero que 
después, porque no den las cuentas, se erre el tiro. 


Es cuanto quería manifestar. 


SEÑOR MINISTRO.- Por cierto, ese ha sido el ánimo con el que hemos estado trabajando. Depende de la base de números, pero 
evidentemente esto implica una resignación de ingresos. El tema es que, dada la magnitud de la Megaconcesión, es abordable. De 
todos modos lo que está claro es que si los ingresos no entran por un lado, deben ingresar por otro, lo cual nos implicará algún 
apoyo mayor por parte del Estado. Por supuesto, es manejable y está, insisto, dentro de lo que podemos administrar en los 
distintos contratos que ya están celebrados ya sea con empresas o contratos de créditos. Precisamente hay un crédito contratado 
con la Corporación Andina de Fomento que tiene como una de las garantías un determinado régimen que era el que estaba 
vigente. Pero reitero pensamos que eso es administrable. 


Insisto en que soy uno de los que se opone al tema de la exoneración porque, a mi entender, es un elemento independiente de la 
significación local que podía tener, el cual, podría ser sumamente atractivo para que, digamos, detrás del que se acoge al beneficio 
de la exoneración se cuelen una cantidad de otros usuarios que en realidad no están en la misma situación. 


Como todos sabemos normalmente el Legislador orienta la legislación con una determinada intencionalidad y muchas veces el 
ciudadano aprovecha la legislación con una intencionalidad diferente a la del Legislador. Por esto pienso que, en definitiva, estamos 
en camino. El señor Senador Michelini se apoya en esto y sigue más arriba o, más bien, más abajo, pues hemos llegado a un 
determinado número, que son los que comentaba en mi intervención anterior, y ahora está solicitando una rebaja. Diría que esto no 
es una cuestión de comercio. 


SEÑOR MICHELINI.- Muchas veces le hemos reclamado al Poder Ejecutivo la posibilidad de diálogo, en este caso, lo hubo, ya sea 
por la buena voluntad del señor Ministro que naturalmente lo demostró o por la gestión llevada adelante por el señor Senador 
Riesgo aunque, por supuesto, es dable destacar la actuación de todo el equipo y de todos los Legisladores que participamos de 
esa reunión. 


En mi opinión no es un problema de recaudación fiscal ni de comercio, sino que las aspiraciones del Poder Ejecutivo, en este caso, 
del señor Ministro, en el sentido de llegar a una unidad de peaje por mes, notoriamente es importante y hay que reconocerlo. Pero, 
si para que esto se concrete es necesario que el primero, el segundo o el tercer mes se haga un esfuerzo adicional, me siento en la 
obligación de advertirlo; más allá de las sonrisas de todos -incluyendo la mía- es mi obligación advertirlo, tal como lo hicimos con 
otras situaciones que supongo fueron bastante importantes -no sólo de este señor Legislador sino de otros- que fueron productivas 
para ambas manos. 


Digo esto porque no sólo hablamos y el señor Ministro nos escuchó, o viceversa, sino que hubo aportes de parte de todos. Y así 
fue que agregamos algunos elementos que nos parecen importantes para ver si esta parte de la operación -queda otra que no 
corresponde a esta Cartera- se puede completar. 


SEÑOR VIRGILI.- Parecería que se ha llegado a buen término o, en todo caso, estamos cerca de ello. Hace ocho años que 
ocupamos una banca en el Parlamento y, precisamente, hace unos días decíamos que el señor Ministro y asesores tienen derecho 
a hacer conocer su opinión. 


Digo esto porque siempre que ha habido algún problema hemos dialogado con ellos y hemos sacado conclusiones muy útiles. 
Cuando observaba el otro día a la gente tan empecinada, estaban reacios -por qué no decirlo- y, por ello, pretendimos que se nos 
diera una carta de crédito y la posibilidad de citar al señor Ministro a esta Comisión. Por cierto me une una importante amistad a 
todos los asesores pues hemos transitado mucho tiempo en este ámbito. Es así que he podido comprobar la dosis de buena 
voluntad que los caracteriza. 


Debo aclarar que en lo que me es personal no conocía este tema pero advierto que existen muchos problemas. 


Aún así si las cosas siguen andando y no echan al señor Ministro -por supuesto voy a hacer todo lo posible para que eso no ocurra, 
pues es uno de los hombres más inteligentes que tiene nuestra República y lo ha demostrado con creces, ya que sus obras se ven, 
se han visto y se verán más allá de que hoy baile con la más fea- tendremos que seguir bregando por este proceso a los efectos de 
lograr que la gente pague. Es obvio que todos estamos muy conmocionados y preocupados por el momento que vive el país, pero 
tenemos que aceptar las cosas como son y poner toda la voluntad y el mayor de los esfuerzos. Por supuesto aquí nadie tiene mala 
voluntad y es verdad que el que está en un cargo quiere dar lo mejor de sí y lograr lo que se propone. Personalmente he estado en 
algunos lugares y realmente me desesperaba cuando no podíamos poner la energía en 6.000 kilómetros de la línea. Y, por cierto, 
que me sentía feliz cuando eso se concretaba. 


Reitero que en este momento todos somos conscientes de que estamos pasando por muchos problemas pero tengo la impresión 
de que la situación se va a revertir, no tan rápido como quisiéramos, pero lo vamos a lograr. Precisamente las producciones están 
aumentando su valor y la granja que siempre estuvo olvidada hoy está funcionando. A veces escuchamos hablar a personas que 
saben poco de la granja y dicen que este sector está mal, pero yo digo que la granja no está mal. Es más, todos los valores son 
muy importantes. No se puede resolver todo en 15 días. 


Por todo lo expuesto digo que me siento muy feliz de que realmente se encuentre una solución que, debo admitir, la he conocido a 
través de lo que me han comentado pero, por lo menos, podemos decir que vamos a llegar a feliz término. Ese es mi deseo. 


En otro orden de cosas quiero destacar que ni bien asumió su cargo en esta Cartera, el señor Ministro se hizo cargo del arreglo de 
la Ruta 36 y se podrá decir que está bien o que está mal pero lo cierto es que se puede transitar por esa ruta. 


En el Puente Las Brujas venía un ómnibus hasta una parte e iba otro a buscar a la gente, pasando por la pasarela. A los seis o 
siete meses de haber mencionado el problema, arreglaron el puente y hoy está funcionando. 


La Ruta 36 también era un caos. No se podía viajar por allí. Ahora la refaccionan y la arreglan. No pedimos que se haga el sumum, 
pero por lo menos que se mantenga así. 


(Dialogados) 
SEÑORA PRESIDENTA.- Simplemente, se mencionó dejar al señor Ministro como tema pendiente el del peaje del Santa Lucía. 


Tanto el señor Senador Virgili como quien habla tenemos un interés especial en dejar este asunto en la agenda y expresar nuestros 
deseos de que tenga la misma resolución que los otros. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Muy brevemente, como lo he conversado con algún asesor del señor Ministro como es el caso del señor 
Echeverz, Director Nacional de Transporte, quisiera referirme a un tema menor dentro del de los peajes, pero que tiene 
significación por lo menos para alguna gente, aunque no la tenga en el porcentual total de incidencia. Me refiero a lo que tiene que 
ver con los pequeños trailers de dos ejes de pequeña superficie que, a veces, transportan un par de kilos o muy poco ganado y, en 
este momento, están pagando la tarifa de camión. La misma situación se da con las lanchas que, teniendo dos ejes, pagan en esa 
franja. Nos parece que hay que intentar corregir y solucionar este tema. En el interior, fundamentalmente, los pequeños trailers de 
dos ejes constituyen una herramienta de trabajo que se utiliza enormemente, no solamente para el tránsito de kilos, sino para 
muchas cosas, incluso, para extraer un poco de leña de algún establecimiento. Por lo tanto, consideramos que el tema amerita una 
solución excepcional. 


Es el aporte que quería realizar. Aclaro que no tengo lancha con dos ejes ni trailers. 


SEÑOR MINISTRO.- Realmente, este es un caso muy especial. Creo que el problema se origina por una coma. El proyecto 
establece que la Categoría | abarca a autos o camionetas hasta ocho asientos, incluido el del conductor con o sin remolque de un 
eje, u otros vehículos de dos ejes con hasta cuatro cubiertas. Todos esos pagan la tarifa |. El problema es que después de "eje" 
viene una coma. Seguramente, la interpretación de esto debe haber dado lugar a pensar que los otros vehículos de dos ejes se 
refieren a otros vehículos que no sean autos o camionetas cuando, en realidad, debería decir: "con o sin remolque de un eje u otros 
vehículos de dos ejes con hasta cuatro cubiertas." 


Por lo tanto, creo que ese tema es fácil de solucionar. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- En el día de ayer me encargué de preguntar en el peaje de Andresito y me expresaron que están 
cobrando como si estuvieran dentro de la categoría de camión. 


SEÑOR MINISTRO.- La verdad es que esta confusión ha dado lugar a varias interpretaciones a lo largo de los años. En algún 
momento se consideró que, dado que se trataba de cuatro ejes, eran como dos autos y, en consecuencia, se cobraba tarifa de dos 
autos. En otra oportunidad, se interpretó que estaban dentro de la Categoría VIl que se refiere a vehículos o equipos de carga con 
más de cuatro ejes. Eso daba lugar a cobrar como camión. Esta situación es, justamente, un cambio de categorías que pensamos 
procesar, pero creo que, en lo puntual, el problema es una coma y, por lo tanto, es algo fácil de resolver. 


Pasando al otro tema, como los señores Senadores recordarán, cuando comparecimos en la Comisión de Presupuesto, se planteó 
la revisión del artículo 154, que me permito leer. Dice lo siguiente: "Exclúyense a las actividades de dragado a realizarse con 
dragas de succión por arrastre, incluyendo extracción de suelos, traslado y vertido de los mismos de la reserva de bandera 
establecida en el artículo 1% de la Ley N* 12.091, de 5 de enero de 1954. No se considerarán actividades excluidas aquellas 
explícitamente permitidas por la autoridad competente a efectos de la extracción de materiales desde el lecho fluvial o marítimo 
para su comercialización o industrialización." 


La verdad es que este es un artículo que constituye una excepción a la vieja Ley de Cabotaje. Estaba vinculado directamente a un 
tema circunstancial, que era el dragado del Puerto de Montevideo. Unas horas antes de la apertura de la licitación del Puerto de 
Montevideo, una draga que estaba trabajando en un contrato de los canales de Martín García fue embanderada con la bandera 


uruguaya, lo cual realmente nos generó un temor bastante importante porque, a partir de ese momento, había una draga con 
bandera uruguaya y, según la Ley de Cabotaje, tenía derecho a tomar ese trabajo. 


Ese tema no resultó en un problema posterior, porque la misma empresa que había hecho el cambio de bandera fue la ganadora 
de la licitación sin tener que recurrir a ningún derecho que le diera la condición de embarcación embanderada con bandera 
uruguaya. Por lo tanto, no se dio ese extremo. 


Podemos ceñirnos estrictamente a este artículo. En definitiva, ¿qué es la draga de succión por arrastre? Es un equipo altamente 
especializado. Si el tema queda ceñido a este artículo, se hará la exoneración de las dragas de succión por arrastre. Tendríamos 
que plantearnos si no debería generalizarse a los equipos especializados. El riesgo es que si un equipo especializado se 
embandera con bandera uruguaya y después hay una obligación o una protección de contratación, el usuario público o privado 
puede tener que pagar un valor mucho más alto. No olvidemos que la Ley de Cabotaje es del año 1954, época en la que el modelo 
que imperaba era el de hiperprotección de lo nacional. Hoy, tal vez, como en el país no tenemos estos elementos o no los hay en el 
mercado porque no se justifica su existencia, parece bastante razonable que no sea una excepción solamente para las dragas de 
succión por arrastre, sino para todo equipo especializado. 


Al no existir el equipo, la propia ley permite que se dé la venia -que concede la autoridad marítima- en el sentido de que como no lo 
hay de ese tipo, pueda ingresar uno de otra bandera. 


La preocupación es, entonces, esta situación que, en definitiva, fue una alerta y que afortunadamente no tuvo consecuencias, 
aunque sí podría generarlas hacia el futuro. Hoy tenemos a esta empresa con bandera uruguaya. 


Sin embargo, ¿qué pasa si mañana, por ejemplo, fuéramos a hacer el dragado del Río Uruguay o del Río Negro y necesitáramos 
una draga de succión por arrastre? Con la facultad que otorga el artículo 154 podrá venir a competir otro equipo. ¿Pero qué pasará 
si resulta que no estuviera vigente el artículo 154 en virtud de su derogación, de acuerdo con el planteamiento que se había hecho? 
Entonces estaremos a lo que esa empresa disponga. En ese sentido, creo que también nos entramos a apartar del espíritu de la 
Ley de Cabotaje. Digo esto porque si vamos a lo que ésta expresa, veremos que es muy clara y que está mucho más orientada a 
los dos temas que eran más importantes en aquel momento, es decir, la actividad del transporte y la de remolque. Esas son, 
reitero, las actividades fundamentales a que hace alusión la Ley de Cabotaje. Mientras tanto, las actividades que podríamos llamar 
de construcción o de carácter puntual, no las mencionaba. Sin embargo, como la Ley de Cabotaje tampoco las excluye a texto 
expreso, da lugar a esas interpretaciones que son las que, en mi concepto, sería bueno no tener que realizar porque siempre son 
complicadas. 


Pienso, pues, que debería mantenerse ese artículo. Insisto en que para la instancia anterior no tuvo incidencia, pero pienso que sí 
puede tenerla, y ser perjudicial, para el Estado o para los privados. Digo esto, porque en el día de mañana vamos a tener una 
draga única con bandera uruguaya a la cual la Ley de Cabotaje, por lo menos en una lectura de sus artículos 1* y 2”, les reserva el 
derecho de trabajo. Por lo tanto, quien sea -supongamos que se trate del Puerto de M'Bopicuá si en el futuro lo quieren dragar y 
necesita, entonces, una draga de ese tipo o el Puerto de Colonia, para poner un ejemplo público y otro privado- se podría encontrar 
dependiente de ese único oferente. Ahí ingresaríamos a toda una discusión respecto a si no hay otras normas dentro de la 
legislación en el sentido de que, cuando hay un único oferente, se permiten otros procedimientos diferentes al de la licitación, para 
citar un ejemplo. 


Si se va a revisar este artículo, creo que habría que hacer lo propio con carácter general de toda la disposición de la Ley de 
Cabotaje y se debería especificar aquellas situaciones que responden a la realidad actual -en donde hay un mercado, una cierta 
competencia y múltiples prestadores porque no hay prácticas ni precios monopólicos- en donde se arriesga a poder plantearse una 
situación de ese tipo. Este tema se complica aún más en virtud de que también en la Ley de Presupuesto, y para facilitar y 
estimular el desarrollo de la Marina Mercante, habilitamos lo que se denomina el cese provisorio de bandera. Esto ocurre porque de 
lo poco que tenemos dentro de la Marina Mercante es, fundamentalmente, el transporte de pasajeros; por ejemplo, Buquebús es la 
mayor parte de nuestra marina mercante. ¿Cuál es la característica de ese transporte? Es la zafralidad, la cual lleva a que sea 
bastante razonable el cese provisorio de bandera uruguaya para poder ir a trabajar en contratemporada en los mercados en donde 
es alta temporada. Me refiero, por ejemplo, a desplazar un "ferry" del Río de la Plata para que trabaje en Costa Rica, cruzando el 
Estrecho de Nicoya, entre dos islas del Caribe o -como lo hizo mucho tiempo la empresa- entre Tánger y Algeciras. Este es otro 
elemento que agrega el hecho de que, al existir el cese provisorio de bandera, puedo sacar la ventaja de la Ley de Cabotaje y venir 
a embanderar veinticuatro horas antes, tener los derechos que ella me otorga, después pierdo y finalmente me voy de la bandera. 
Creo que con ese espíritu nunca fueron hechas la Ley de Cabotaje ni las modificaciones de cese provisorio de bandera. 


Por lo tanto, si vamos a atacar este tema deberíamos hacer una revisión legislativa de todo lo que tiene que ver con la marina 
mercante nacional y, particularmente lo que se vincula con el embanderamiento. Sería una buena oportunidad para incluir algunos 
otros temas vinculados a la Marina Mercante que nos preocupan. Por ejemplo, en 1993 se aprobó una ley de la Marina Mercante 
en la que se confía la reglamentación de la misma a los Ministerios de Relaciones Exteriores, Educación y Cultura y Defensa 
Nacional, pero no incorpora a los Ministerios de Transporte y Obras Públicas ni al de Trabajo y Seguridad Social, cuando en 
realidad hace a la materia regulatoria de la profesión del marino mercante. Parecería que el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social y el de Transporte y Obras Públicas también tienen algo que decir, pero la ley, a texto expreso, cuando dispuso quién haría la 
reglamentación, solamente lo confió a los tres Ministerios que mencioné en primer término. 


Por lo tanto, si la Comisión entiende interesante realizar una revisión de estos temas, tendría que pensarse no sólo en este artículo 
en particular, sino también en un asunto de consideración bastante más amplio. De todas formas, pienso que en el caso de la 
Marina Mercante y en el de esto último que acabo de mencionar, el asunto no afecta tanto a nuestros buques mercantes que cada 
vez son menos. Esto está vinculado a un tema de legislación laboral en donde el régimen de horas extras del personal embarcado 
es el mismo que el de los que trabajan en la ciudad. Está claro que en ésta hay un sistema para no estimular la realización de 
dichas horas extras, pues hay un mercado laboral que puede suministrarlo, mientras que en el medio del mar no hay otro personal 
más que el que se encuentra en el barco. Eso ha llevado a que un decreto que regula toda la actividad laboral de la Marina 
Mercante haya sido objeto de sucesivas prórrogas por no tener, precisamente, un texto legislativo que permitiera dar tranquilidad a 
los armadores. Muchos de éstos han manifestado entre otras razones de peso -tal vez la más importante del no crecimiento de la 
Marina Mercante es el tamaño reducido de nuestro país- la inexistencia de seguridad jurídica en cuanto al régimen laboral a aplicar 
a esa tripulación. 


Además, en el caso de esta ley de 1993 a que hacía referencia, cuyo primer decreto reglamentario ya se aprobó y hoy existe uno 
modificativo en trámite a nivel del Poder Ejecutivo, está la regulación de los mercantes uruguayos que trabajan bajo otras banderas. 
Hoy el Uruguay está en algo que, en el transporte marítimo internacional, se llama "la lista blanca de personal", lo cual habilita a 
que ellos trabajen en esos barcos. 


Ahora bien; si hubiera razones por la vía reglamentaria en donde los otros países pudieran considerar que los marinos mercantes 
uruguayos estarían saliendo de esa lista blanca, les estaría impidiendo la posibilidad de trabajar. 


En realidad, los mercantes uruguayos son exportadores de servicios; trabajan en el resto del mundo -por esencia, son nómades- y 
repatrian ingresos a nuestro país porque sus familias siguen viviendo en el Uruguay. Este es otro tema que está vinculado a esta 
problemática. 


Creo que lo relativo al artículo está claro mientras que en general quedan para considerar otros asuntos legislativos vinculados a la 
Marina Mercante. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quisiera hacer dos reflexiones al señor Ministro. Luego de su comparecencia en la Comisión de 
Presupuesto, estuvimos releyendo la versión taquigráfica -lo que siempre trae a la luz cosas cuya importancia no se percibió en su 
momento- y observamos que en algún momento de la intervención de los integrantes del Ministerio se manifestó que el 
embanderamiento y el reembanderamiento implicaban un trámite largo y complicado. El Centro de Navegación fue el que nos 
acercó en principio la inquietud, y cuando lo consultamos -observamos que todo esto se ha provocado a raíz de un caso puntual- 
se nos expresó que el embanderamiento se había realizado nueve meses antes. Teníamos esta duda porque aquí figuraba -no sé 
si se dice expresamente- como que había aparecido el día antes. Realmente no sé si fue así pero, aparentemente, el trámite no se 
puede hacer de un día para otro y según se nos ha expresado, se habría iniciado nueve meses antes. Quizás el resultado apareció 
en ese momento, pero en realidad el trámite se había comenzado con bastante antelación. 


Desde esa perspectiva, cambiamos nuestra percepción del tema y vemos que esto no surgió de un día para el otro sino que ya se 
venía trabajando y pensando sobre eso. Inclusive, se nos hizo llegar la carta que esta gente le envió al Presidente de la República 
donde se expresaba que a partir de diciembre de 2000 iba a existir una empresa con determinadas características y que se 
confiaba en el país, etcétera. 


Otro aspecto que me parece importante resaltar es que desde nuestro punto de vista se legisló en un tema tan importante a partir 
de un hecho puntual. De alguna manera, se pensó que la bandera nacional iba a ser más cara, pero por suerte resultó U$S 
2:000.000 más barata que la segunda oferta. 


A raíz de esto consideramos - el señor Ministro nos dará su punto de vista al respecto- que sería necesario revisar una cantidad de 
aspectos de la Ley de Cabotaje. Reitero que en este caso se aisló un tema y se legisló puntualmente por un episodio que iba a 
suceder pero que en definitiva no ocurrió. 


La gente que conoce el tema nos decía que la Ley de Cabotaje defendía la soberanía nacional porque las autoridades ejercen 
control solamente sobre las embarcaciones de nuestro país mientras que con respecto a las embarcaciones extranjeras no lo 
realizan de la misma manera. Es así que se controla la tripulación, la seguridad de la navegación y la prevención de 
contaminaciones -que en estos días quienes somos adictos a la televisión española hemos visto la importancia que tiene- de las 
embarcaciones con bandera nacional pero no se inspeccionan las que tienen otra bandera, en que solamente se controlan los 
certificados expedidos por terceros países. 


Hago esta apreciación para reafirmar el criterio que teníamos en aquella oportunidad porque son reflexiones que surgen luego de la 
lectura más detenida de lo manifestado en aquella comparecencia del señor Ministro. 


SEÑOR MICHELINI.- Independientemente de que el tema esté bien resuelto o no, el señor Ministro nos trasmite que el Estado 
tendría el problema de no quedar cautivo frente a un solo oferente. 


Se trata de un país pequeño, con niveles de dragado pequeños -aunque todos aspiramos a que sean mayores- dado el volumen 
que está gastando. Por lo tanto, si no se hace una oferta internacional podríamos quedar cautivos de un solo oferente, lo que 
naturalmente nadie quiere. Como no queremos que existan monopolios para los ciudadanos, tampoco los queremos para el 
Estado. Entonces, la pregunta que surge es si tener o no bandera implica diferencias -como trasmitía la señora Presidenta- a los 
efectos de los controles. Por lo que se sabe, a nivel laboral parece que no es así y que las condiciones son relativamente similares 
o idénticas. 


Habría que ver qué sucede con quien gane la licitación, independientemente de la bandera que tenga, en el sentido de si debe o no 
poner la bandera. Debemos ver si eso implica que algunas empresas radicadas en ciertos países que se podrían presentar a la 
licitación no lo hagan debido a algunas de sus cláusulas. Se trata de un tema que debemos estudiar en profundidad. Inclusive, si se 
resuelve mejor incorporando más de un artículo vinculado al tema del cabotaje, no estaría mal que existiera una iniciativa del Poder 
Ejecutivo en forma rápida para solucionarlo. Cuando leemos el artículo vigente vemos que es muy complejo y poco claro. Por su 
parte, la derogación del artículo podría acarrear algunos males que no son deseados. Dado que algunos de los señores Senadores 
no somos idóneos en este tema, nos parece que sería bueno que exista una iniciativa del Ministerio tendiente a solucionar estos 
problemas. Incluso, el titular de la Cartera planteó algunas soluciones. De esa forma, esta Comisión podría dedicar algunas 
sesiones a estudiarlos y resolverlos. 


SEÑOR MINISTRO..- Este es un tema interesante sobre el que hay que avanzar nuevamente para poder tener reglas claras y no 
encontrarnos con sorpresas de ningún tipo. 


Además, se puede estimular a la gente que puede estar interesada en realizar una inversión de esta índole. Como sabemos, el 
país tiene una superficie mayor de agua que de tierra y, aparentemente, ésta va a ser mayor aún. Por lo tanto, deberíamos perder 
un poco el miedo al agua y pensar que es un recurso realmente importante, que involucra el tema de la navegación y que en 
definitiva todo lo relativo a ella tendrá que ver con el cabotaje. Por esa razón, creo que vale la pena hacer una revisión de las 
distintas leyes que se aprobaron a lo largo del tiempo con diferentes ópticas a fin de actualizarlas. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quisiera despejar la interrogante de si el embanderamiento a que hice referencia llevó o no nueve 
meses. 


SEÑOR AGUERRE.- A ese respecto, podemos decir que el trámite terminó dos días antes de la apertura de la licitación. 


SEÑORA PRESIDENTA.- El Centro de Navegación nos informó que el trámite llevó nueve meses y ese es uno de los argumentos 
que nos esgrimían para ilustrar el tiempo que lleva embanderar o desembanderar, para el caso de que a alguien le interese algún 
trabajo y pensando en lo que puede suceder con el dragado del río Uruguay. En ese sentido, me pregunto: ¿Argentina no cuenta? 


El tiempo que demora el trámite no me parece un aspecto menor. En estos países sucede que cuando uno necesita un certificado, 
demora seis meses pero se lo dan el último día. Sin embargo, esto no es lo mismo a que se tome una decisión nueve meses antes. 


SEÑOR MINISTRO.- Cabe aclarar que este no es un trámite que se realice en el Ministerio de Transporte sino que se hace en la 
Prefectura, más precisamente, en la Dirección Registral de Marina Mercante. 


El Ministerio tiene una participación absolutamente lateral en dicho trámite. Además, si ese trámite demora nueve meses, tanto 
para el embanderamiento como para el desembanderamiento, y lo que se busca es facilitar el proceso por medio de la norma que 
se encuentra en la Ley de Presupuesto, se darán cuenta que no tiene mucho sentido, porque en este período ya pasó una 
temporada. 


En verdad, no parecería haber demasiadas razones para que los trámites de embanderamiento fueran tan prolongados. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Lo que se ha señalado era que el trámite era caro y demoraba mucho. 
SEÑOR MINISTRO..- Creo que lo que se manifestó en aquel momento fue otra cosa señora Presidenta. 


Lo que se dijo fue que estos trámites en los países de origen, tanto para el embanderamiento como para el desembanderamiento, 
cuando lo permiten -porque no en todos los casos lo hacen- también son sumamente prolongados, como sucede en Uruguay. 
Estamos hablando del mismo trámite que se requiere, por ejemplo, si un señor quiere traer un velero de bandera argentina y 
ponerlo bajo la bandera uruguaya. Realmente, si tiene que esperar nueve meses, nunca va a cambiar la bandera. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Simplemente, cito las palabras del señor Ministro, quien manifestó que "como este es un trámite nada 
rápido, y además tiene un costo, es probable que muchos no lo hagan". 


SEÑOR MINISTRO.- Precisamente, es a lo que me estoy refiriendo ahora. Pero también se hizo referencia al trámite de 
embanderamiento y desembanderamiento en los países de origen, donde son bastante más complejos. En tal sentido, solicitaría a 
la doctora Legazcue que se refiera al punto. 


SEÑORA LEGAZCUE.- Estamos hablando de dos temas diferentes. Por un lado, para embanderar en la bandera nacional se 
requiere previamente el cese de la bandera que porta el buque. El señor Ministro está señalando que es imprescindible contar con 
el cese con anterioridad, y por más que se tengan todos los documentos que se requieren en Uruguay, dado que el buque no 
puede tener dos banderas, evidentemente se demora en embanderar. Esto significa que a veces no depende del país receptor, sino 
de la nación de origen del buque. Argentina, desgraciadamente, es uno de los países de la región en los que es bastante 
complicado obtener un cese de bandera debido a los trámites burocráticos y al pago de impuestos, lo que lo hace muy costoso. En 
nuestro país no tiene costo el ingreso ni el egreso de la bandera; incluso se puede realizar el trámite en 72 horas con un cese 
provisorio de la bandera de origen, a efectos de que el buque pueda trabajar en el comercio en otra parte del mundo. 


SEÑOR AGUERRE.- Insisto en que no conozco exactamente la duración del trámite, pero si los interesados señalaron que demora 
nueve meses, debe ser así. Lo que sí creo es que si efectivamente demora nueve meses, es más urgente aún mantener este 
artículo. 


Está claro que en una nueva licitación -que suele demorar seis o siete meses y que no llegó a nueve meses en esta última 
oportunidad- vamos a tener una única draga embanderada, porque nadie va a embanderar una draga si no es por la perspectiva de 
un llamado a licitación. Esto significa que para una nueva licitación vamos a tener una única draga embanderada en el país, que va 
a tener beneficios respecto a sus eventuales competidores. 


En consecuencia, si demora nueve meses, o acortamos el trámite o está claro que hay que mantener este artículo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- El mismo argumento del señor Aguerre me sirve para afirmar que si va a haber nuevas licitaciones, se 
supone que habrá gente que tendrá interés, más aún si, como se ha dicho, está previsto que se va a dragar el puerto y que se 
puede dragar el río Uruguay. Ojalá podamos dragar todo lo que se necesita. El argumento sería que una vez más la convocatoria 
se haría a nuestra Marina Mercante; conforme alguien lo hizo, otros lo pueden hacer. 


SEÑOR AGUERRE.- No se puede mantener una industria nacional de dragado de succión cuando la perspectiva es de dragados 
de U$S 5:000.000 anuales, que es lo que estamos haciendo ahora. Además, en el mundo hay mucho trabajo de dragado, por lo 
que nadie va a desembanderar su buque de uno de los lugares donde está trabajando para venir a embanderar al Uruguay por el 
anuncio de una licitación que le ofrece sólo la perspectiva de tal vez ganar un contrato de U$S 5:000.000. Quien no embanderó es 
porque ya tiene un contrato de largo plazo de mantenimiento de un canal, como el de Martín García, y no hay muchos de esos 
contratos. Es decir que no habrá una proliferación de dragas de succión y mucho menos de bandera nacional. Entonces, con tan 
largos plazos de embanderamiento, lo que vamos a lograr es la competencia de uno solo, lo que me parece que es un riesgo para 
el Estado. Es cierto que en esta oportunidad no se dio y la empresa que tenía la bandera nacional cotizó mucho menos, pero es un 
riesgo que está asumiendo el Estado. 


SEÑOR MICHELINI.- Creo que el tema involucra aspectos que van más allá de lo que establece el artículo, cuyo análisis podemos 
dejar en suspenso. Solicitaríamos al señor Ministro que nos acerque una legislación que compatibilice las cuatro o cinco cosas que 
manifestó en su exposición inicial sobre este tema y así resolver esto de la forma que uno aspira, que es que si el país está 
pagando por un dragado, que quien realiza el trabajo tenga la bandera nacional. Es posible que se pueda licitar, empezar a trabajar 


y que en ciertos plazos se haga el embanderamiento, sin tener que hacerse el trámite previamente. Así, se podría competir en la 
licitación sin estar cautivos del trámite. 


También tenemos que entender que Argentina sabe mucho del tema y cómo sortear las dificultades porque hace muchos dragados. 
Ahí hay algunos pesos pesados, por decirlo de la forma más correcta. Además, en la propia Argentina a veces se tranca la caída de 
la bandera. Esto me hace acordar a lo que sucede en Uruguay cuando uno va a solicitar a determinadas Intendencias el cambio de 
chapa del automóvil y le ponen objeciones que no existen cuando se quiere empadronar el vehículo en ese departamento. 


En consecuencia, me parece que debemos encontrar los mecanismos para que el Estado esté al resguardo de todas las posibles 
situaciones, con el agregado de no quedar cautivos y, a la vez, ver cuáles son los beneficios de obtener la bandera. 


De repente, las licitaciones son para todos los que se quieran presentar, pero después, si se la adjudica a un buque de bandera 
nacional -para quien está acá, ya con un contrato y una licitación ganada- tiene tantos beneficios, que aunque se establezcan 
normas al respecto, notoriamente la zanahoria va a ser más fuerte que el palo. 


En lo que me es personal, me sentiría más tranquilo si en 15, 20 días o un mes el Ministerio enviara una normativa que nos obligue 
a estudiarla artículo por artículo. No digo una normativa completa, pero sí sobre estos temas. De esta manera, podríamos hacer 
algunas consultas porque debo reconocer que, por lo menos en mi caso, no soy idóneo en la materia y sé que en esto hay que 
preguntar mucho. 


Repito que en el Uruguay los volúmenes de dinero son pequeños, mientras que en la Argentina son grandes; de modo que podría 
haber cualquier tipo de cangrejo debajo de la piedra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quería agregar a las palabras del señor Senador Michelini que justamente en la comparecencia del 
señor Ministro a la Comisión de Presupuesto habíamos mencionado que nos parecía que una buena manera de sortear algunas de 
estas suspicacias era dar un tiempo luego de la adjudicación para hacer el embanderamiento. Es decir que, en la reglamentación, 
de alguna manera se puede sortear estos obstáculos, lo que sería una solución salomónica en cuanto a proteger nuestra Marina 
Mercante -por decirlo de alguna manera, ya que no sé si se la podría llamar así, dado el volumen que tiene- y nos permitiría, 
además, revisar los motivos por los cuales cada vez tenemos menos Marina Mercante. 


Creo que este sería un buen tema de futuro. En definitiva, pienso que no hay que descuidar la protección, por lo que implica la 
obligatoriedad de tener un 75% de tripulación nacional. Se mencionaba que la cifra por concepto de ingresos de sueldos sería de 
U$S 400.000, y en este momento nadie puede decir que sea poco. 


O sea que me parece que debemos protegernos de esas suspicacias preocupantes estableciendo en la reglamentación que se va 
a poder embanderar una vez que se conozcan los resultados. Este puede ser un tema para pensar. 


La Comisión de Transporte y Obras Públicas agradece la comparecencia del señor Ministro y de sus asesores. 
Se levanta la sesión. 


(Es la hora 15 y 31 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


